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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Julio C. Silveira. 


MIEMBROS: Señores Representantes Juan Justo Amaro Cedrés, Ricardo Castromán Rodríguez y Martha 
Montaner. 


INVITADOS: Señores Ernesto Toledo, Presidente; Diego Valverde, Tesorero; doctor Antonio Serrentino, 
asesor; Humberto Perrone, Ricardo Azurica, doctor Miguel Pérez, José Pérez y Daniel Díaz, 
Directivos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Julio Silveira).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir a la Mesa Intergremial de Transporte Profesional de Carga, integrada 
por su Presidente, el señor Ernesto Toledo; su Tesorero, el señor Diego Valverde; su asesor, el doctor Antonio 
Serrentino, y sus Directivos, el doctor Miguel Pérez y los señores Humberto Perrone, Ricardo Azurica, José 
Pérez y Daniel Díaz, a quien le cede el uso de la palabra. 


SEÑOR TOLEDO.- Concurrimos nuevamente a esta Comisión -más allá de que creemos que es 
importante mantener una comunicación permanente con los señores Diputados- para hacer un 
seguimiento de toda la problemática que venimos analizando, que ha sido pautada por distintas 
iniciativas legislativas y por la aplicación de la nueva reglamentación del transporte profesional de 
carga 


Estamos preocupados por comentarios efectuados por algunos señores Diputados, inclusive por algunos 
miembros de esta Comisión, en oportunidad en que fue recibida una delegación de transportistas del interior. 
Tuvimos posibilidad de leer la versión taquigráfica de esa reunión y comprobamos que algunos temas no 
fueron bien planteados, como el hecho de que la nueva reglamentación de transporte deja fuera de 
competencia a un grupo importante de transportistas, ya que pensamos que no es así. Concebimos toda la 
negociación que hicimos con el Gobierno en función de que era una solución para el conjunto de los 
transportistas del país. 


En la última reunión que tuvimos con esta Comisión impulsamos soluciones para el endeudamiento con el 
Banco de Previsión Social y con la Dirección General Impositiva. Si bien costó mucho la discusión interna - 


hay transportistas que hicieron un esfuerzo durante muchos años y pese a la crisis hicieron frente al pago de 
las obligaciones con el Estado- logramos un consenso por amplia mayoría, en el sentido de apoyar la 
iniciativa de la refinanciación de los pagos al BPS y a la DGI para abrir la puerta a la formalidad a todos 
aquellos que tenían dificultades frente a estos organismos. De esa manera, conseguimos un nuevo sistema de 
transporte sobre la base única de que sea formal, de que todos tengamos igualdad de competencia, donde de 
alguna manera la obligación de colaborar y de cumplir nuestras obligaciones con el Estado sea equitativa; ese 
es el principio y la base de lo que hemos promovido y de lo que estamos defendiendo en las esferas en las 
que tenemos participación, particularmente en lo que es el órgano de control de transporte de carga que 
funciona en la esfera del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, con la participación del Ministerio de 
Economía y Finanzas. 


Según consta en la versión taquigráfica a la que accedimos en la Intergremial, se cuestionaba la 
representatividad que tenemos del conjunto de los transportistas de todo el país. En ese sentido, quiero 
señalar, por ejemplo, que en las últimas dos asambleas en las que se ha discutido y resuelto acerca de los 
temas vinculados con esta problemática participaron las siguientes gremiales, para que la Comisión tenga 
idea de a quiénes representamos: la Asociación de Propietarios de Cuidacargas -APDC-, que representa 
básicamente a los transportistas que funcionan en la esfera del Puerto de Montevideo; la Cámara de 
Autotransporte Terrestre Internacional del Uruguay, que nuclea a los transportistas de carga internacional; la 
Confederación Uruguaya de Transporte Automotor, que nuclea a gremiales de todo el país; la Federación de 
Transportistas de Bebidas; la Asociación de Transportistas del Interior -ATRADE, que nuclea principalmente 
a transportistas de Canelones, la Unión de Transportes Fleteros del Uruguay, que nuclea básicamente a 
pequeños transportistas de Montevideo. 


Además, están las siguientes Asociaciones: de Transporte de Leche de CONAPROLE -TRALE-, que nuclea 
precisamente a todos los que llevan la producción de leche a CONAPROLE; Cooperativa Unida de 
Transportistas de Young; Asociación de Fleteros de Combustible; Asociación Uruguaya de Transportistas de 
Hacienda; Asociación de Destajistas de Vialidad; Centro Unión de Fleteros de Salto, Micro Transportistas de 
Salto; Unión de Transportistas de Paysandú, Agrupación de Transportistas de Paysandú; Centro de 
Camioneros de Bella Unión, Centro de Camioneros de Nueva Palmira; Unión de Transportistas de Colonia; 
Unión de Transportistas de Dolores; Unión de Transportistas de Palmitas; Asociación de Transportistas de 
Canelones; Transportistas Unidos del Este; Unión de Transportistas de Mercedes; Centro de Camioneros de 
Fray Bentos; Unión de Transportistas de Cardona; Mesa Intergremial de Tacuarembó. 


No sé si olvidamos mencionar alguna Asociación, pero con esto demostramos que nuestra gremial es abierta, 
que nuclea prácticamente a todos los transportistas del país. Queremos que quede claro que nuestra gremial 
no pretende representar a pequeños sectores sino que siempre hemos intentando abarcar la opinión de todos 
los transportistas del país. 


Hoy en día valoramos permanentemente la tarea que estamos haciendo a nivel del órgano de control en lo 
que tiene que ver con la inserción dentro de la formalidad de los transportistas que no estaban en ésta. Hemos 
llevado iniciativas al seno del órgano de control para que se generen espacios para aquellos transportistas que 
tienen dificultades, de modo que la inclusión en la formalidad sea progresiva. En ese sentido, hemos 
propuesto la creación provisoria de una nueva categoría de transportistas, que es la de aspirante a profesional 
de carga, como forma de que en el proceso de inserción en la formalidad ningún transportista quede 
imposibilitado de ejercer la profesión por no alcanzar la calidad de transportista profesional. 


El 30 de setiembre venció el último plazo otorgado a los transportistas para hacer los trámites de 
regularización. A pesar de eso, también promovimos en el seno de este órgano de control, la posibilidad de 
que aunque haya vencido el plazo todos los transportistas puedan incluirse en el esquema profesional para 
ejercer la profesión libremente y en igualdad de condiciones. 


Actualmente también estamos impulsando en todo el país la posibilidad de que aquellos transportistas que 
tienen endeudamiento con el BPS se acojan a los beneficios establecidos en la última ley de reactivación. 


No ha sido un número importante el de los transportistas que se han acercado a los organismos para solicitar 
la refinanciación y nos preocupa saber que hay un plazo limitado. En uno de los casos, el BPS, el plazo vence 
el 26 de noviembre, y en la DGI el 29 de diciembre, o viceversa. Esa será la oportunidad de que los 
transportistas que están atrasados en el cumplimiento de sus obligaciones regularicen la situación. La tarea 


que hacemos en el ámbito nacional es trasladar la información a todos para que ninguno quede fuera del 
camino. 


Ayer tuvimos una reunión con el Ministro de Transporte y Obras Públicas y el señor Subsecretario en la que 
hicimos una puesta a punto del último acuerdo realizado hace más de un mes. En ese acuerdo uno de los 
puntos más importantes era lo vinculado a los peajes y al gasoil. Hay una iniciativa del Poder Ejecutivo, que 
según nos informaron recientemente va a entrar por la Cámara de Senadores, pero no está confirmado. Dicho 
proyecto tiene que ver con la sustitución del 14% de IMESI por IVA en el gasoil, con la posibilidad de que 
los transportistas profesionales de carga lo descuenten, así como también el sector agropecuario. La inclusión 
de dicho sector en este beneficio fue planteada por nosotros al Poder Ejecutivo ya que es uno de los 
principales sectores que provee de servicio de transporte a nuestro sector. Por lo tanto, debía ser considerada, 
como elemento de reactivación, la posibilidad del descuento del IVA en el combustible, costo importante 
dentro de su cadena de costos. 


También prevé el Poder Ejecutivo que este beneficio se pueda otorgar a otros sectores, y creo que se arroga la 
facultad para después otorgárselas. 


En dicho proyecto se prevé, además, en el caso de los nuevos peajes y en el de los ya existentes, un beneficio 
para los transportistas profesionales que consiste en que hasta el 40% del costo de los peajes los podamos 
descontar como IVA compras de nuestra rendición frente al Fisco. 


Estas medidas, tanto la del gasoil como la del peaje, son importantes en varios sentidos porque el hecho de 
que sean beneficios únicamente descontables en el caso de cerrar las cuentas con el Fisco colabora 
directamente con la formalidad, objetivo al que estamos bastante abocados. Creemos que el hecho de que 
cada sector, en la medida en que produce con el Estado, formalmente colabore con las cuentas generales que 
todos tenemos con el Estado -con las difíciles cuentas que éste debe afrontar hoy-, también va a significar 
una rebaja importante en los costos ya que se podrá descontar de nuestro IVA ventas el porcentaje del peaje y 
el del IVA que va a estar en el gasoil. 


Tenemos una diferencia con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas en cuanto a los tiempos. Como 
todos sabemos, dicho Ministerio ya no tiene en sus manos la mega concesión, y la Corporación Nacional para 
el Desarrollo y la empresa que administra la mega concesión ya están en condiciones de comenzar las obras y 
de cobrar los peajes. En el acuerdo original para nosotros era esencial y primordial obtener el beneficio que 
concebimos -previsto en este proyecto de ley-, previamente a que se cobraran los peajes porque era imposible 
pensar que los transportistas pudiéramos hacer frente al costo que significa el aumento de nueve peajes. Por 
lo tanto, nos preocupa el hecho de que la celeridad en la aprobación de este proyecto de ley lleve a ritmos 
diferentes a los que pueda llevar la puesta en marcha de la mega concesión, lo que podría dar lugar a una 
situación conflictiva porque si se empiezan a cobrar los peajes antes de que entre en vigencia la ley y no se 
tiene la posibilidad de descontar ese porcentaje importante del valor de los peajes, sin duda habrá una 
situación de rispidez y de conflictividad que esperamos solucionar. 


Con el Ministro de Transporte y Obras Públicas acordamos hacer esfuerzos en todos los sentidos para que a 
nivel Parlamentario se conocieran las opiniones de todos en cuanto a lo positiva que es esta iniciativa para 
nosotros en particular y también para los sectores productivos. 


Creemos que los aspectos vinculados al transporte internacional son importantes. Hay una serie de iniciativas 
de discusión en el ámbito del MERCOSUR; nuestro país está en "debe" en lo que tiene que ver con la 
internacionalización de los acuerdos del MERCOSUR con respecto al transporte. Nos preocupa un acuerdo 
firmado por los Ministros de Justicia de los países que integran el MERCOSUR, que fue firmado por el 
Ministro de Relaciones Exteriores de nuestro país, que intercede directamente sobre la jurisdicción del 
transporte. Nosotros cuestionamos que dicho Ministro, sin consultar previamente a la Cartera de Transporte, 
haya aprobado esa iniciativa. Los compañeros del sector de transporte internacional, que nos acompañan, van 
a ampliar la información. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍGUEZ.- Con respecto a la firma de ese convenio internacional por 
parte de nuestra Cancillería, ¿el acuerdo fue realizado por los países que integran el MERCOSUR? 


SEÑOR TOLEDO.- Sí, todos los países del MERCOSUR, y creo que también Chile. 


(Diálogos) 


SEÑOR SERRENTINO.- Junto con el señor Azurica representamos a la Cámara de Transporte 
Internacional, y confirmando lo expuesto por el señor Toledo, señalo que en el mes de julio de este año, 
en el ámbito de los Ministros de Justicia del MERCOSUR -Chile todavía no es miembro pleno del 
MERCOSUR; por lo tanto, no lo firma- se aprobó una iniciativa que surgió de los Ministros de Justicia 
de los países miembros. Uruguay no tiene Ministro de Justicia. El Ministerio que en este caso 
representa los fueros es el de Educación y Cultura, que participa en el grupo técnico de trabajo que 
elaboró el proyecto del convenio finalmente aprobado. Por nuestro país lo firma el Ministro de 
Relaciones Exteriores. Esta iniciativa, que fue aprobada por nuestro Gobierno, ni siquiera fue 
consultada al organismo rector del transporte: Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Por lo 
tanto, el Ministro, sus colaboradores y nosotros, pedimos formalmente al Canciller y, en su momento, 
también al Presidente de la República a través de una nota -que vamos a aportar a esta Comisión para 
que sea incorporada a la versión taquigráfica de esta reunión- que el Gobierno no aprobara ese 
convenio. 


Finalmente, el convenio se aprobó y hemos venido a plantear que el Parlamento no lo refrende hasta tanto las 
autoridades del transporte, públicas y del sector privado, sean consultadas en el caso de las autoridades 
públicas, o se escuche la opinión de los privados con respecto a esto. Se trata de un convenio que además 
establece una jurisdicción especial para el transporte terrestre de carga internacional. O sea, legisla en un 
tema que involucra directamente a la actividad del sector y ni siquiera nos habíamos enterado que esto se 
estaba conversando en el ámbito de los Ministerios correspondientes del MERCOSUR. 


En cuanto al transporte internacional, hemos traído copia de dos convenios: uno sobre contrato de transporte 
y responsabilidad civil -CRT-, aprobado en el ámbito de ALADI en el año 1995 y que aún no ha sido 
ratificado por el Parlamento, y el texto de un acuerdo para la facilitación del transporte multimodal de 
mercaderías, también suscrito en ALADI como acuerdo de alcance parcial. Este fue internalizado por un 
decreto del Poder Ejecutivo que fue impugnado por un sector de la actividad vinculado a los aseguradores y, 
finalmente, el Tribunal anuló el decreto que internalizó el convenio. Entonces, por esta vía, planteamos al 
Poder Legislativo que recorra el proceso de internalización correspondiente para que pueda entrar en 
vigencia. 


Muchas gracias. 


SEÑORA MONTANER.- Saludo a la Comisión de la Mesa Intergremial de Transporte Profesional, y 
quiero comentar que hace tres días, en mi departamento, Tacuarembó, recibí una Comisión que forma 
parte de la Intergremial de Tacuarembó, lo que legitima que hay un consenso que trata de comprender 
todo el universo de la órbita en que se están moviendo. 


Simplemente, quiero hacer algunas sugerencias que después se podrán manejar o no en la Comisión. 


El hecho de tratar de combatir el informalismo para evitar problemas, conflictos y deslealtad en la 
competencia, es una muy buena medida que está tomando un criterio unificado. En el interior, en mi 
departamento, ellos tienen el mismo objetivo. 


Creo que es muy importante el acuerdo realizado con el señor Ministro de Transporte y Obras Públicas 
porque tanto lo del IVA al gasoil como lo de los peajes, son temas que darán más competitividad al 
transporte. 


Además, considero que la celeridad en estos asuntos es muy importante. Por eso sería bueno que esta Mesa 
Intergremial, antes de que comience el receso parlamentario, pudiera pedir audiencia con los coordinadores 
de bancada para poder integrar el tema a consideración del plenario lo antes posible. A la vez, sería 
conveniente -creo que están solicitando cosas muy importantes para la actividad productiva y para la 
dinamización del trabajo- conseguir una entrevista con la Comisión de Asuntos Internacionales. Digo esto 
porque los integrantes de dicha Comisión se especializan en la internalización de todos los convenios 
celebrados en el MERCOSUR; ellos podrían conseguir un rápido trámite en este tema. 


Reitero: estamos a muy pocos meses del receso; si esto se hubiese planteado antes, tendríamos más tiempo 
para solucionar el problema. De todos modos, entendí muy bien la coherencia que debe existir entre los 
tiempos que se juegan. Por eso les hago estas sugerencias. 


SEÑOR AMARO CEDRÉS.- Fue muy ilustrativo el planteo de la Intergremial del Transporte 
Internacional de Cargas. Sin lugar a dudas, es importante que se resuelvan estos proyectos que se 
negociaron en tiempos de conflictividad y que abrieron una luz de salida para el conflicto; lo que 
sucede es que todavía no están en la órbita parlamentaria. 


De todos modos -como manifestaba la señora Diputada Montaner-, sería bueno mantener una reunión con los 
coordinadores de bancada para señalarles la urgencia de la aprobación de estas leyes. 


En cuanto a los convenios internacionales que tienen que ver con el transporte, podríamos pedir la 
integración de nuestra Comisión con la Comisión de Asuntos Internacionales. No me quedó claro si ustedes 
tienen discrepancias con el convenio o si están manifestando un disgusto por no haber sido consultados para 
su tratamiento. 


Nosotros estamos dispuestos a colaborar en la aceleración de estos proyectos que, sin lugar a dudas, tienen 
una importancia fundamental para la transparencia en el manejo de los temas del transporte y para la lucha 
contra la informalidad -como lo ha planteado el Gobierno-, puesto que eso es lo que no permite que Uruguay 
se recupere de sus problemas fiscales. Ello daría seguridad para el cumplimiento de los aportes y de la ley. 


SEÑOR TOLEDO.- En el ámbito del Subgrupo N* 5 del MERCOSUR, tanto en la órbita privada como 
en la oficial, hubo un manifiesto rechazo de este acuerdo de los Ministerios de Justicia, en cuanto 
modifica las actuales normas de funcionamiento en torno a la jurisdicción del contrato de transporte. 


SEÑOR SERRENTINO.- El texto del proyecto que finalmente aprobaron los Ministros de Justicia 
consagra la obligatoriedad al transporte de carga de comparecer en los tribunales de cualquier Estado 
a elección de los demandantes. Cuando un transportista recorre las rutas del MERCOSUR y se le 
plantea algún tipo de inconveniente o de problema que afecta el normal desarrollo de su actividad y se 
genera un conflicto de intereses que llega a los tribunales, tradicionalmente se defiende siempre el 
principio de la libertad de elección de los contratantes en materia de la jurisdicción y del tribunal 
competente. A través de este convenio se determina la obligatoriedad para el transportista de 
comparecer en la jurisdicción y en el tribunal que elija el demandante, eliminando el principio 
tradicional en materia de comercio internacional en cuanto a que las partes pueden elegir libremente la 
ley aplicable y el tribunal competente. Este es el aspecto fundamental que determina que el transporte 
se Oponga a este proyecto en particular. 


Aparte de esto, el convenio establece una serie de regulaciones que no plantearían mayores problemas. Pero 
en este aspecto, la eliminación de la libertad de las partes para elegir el tribunal y la ley aplicable, es 
fundamental. 


SEÑOR AMARO CEDRÉS.- Entiendo que actualmente las partes tienen que ponerse de acuerdo para 
elegir la jurisdicción, mientras que según el convenio elige el demandante. ¿Es así? 


SEÑOR SERRENTINO.- Sí; el demandante elige el tribunal y la ley aplicable. 


Por ejemplo, si un transportista uruguayo recorre el sur argentino recogiendo carga para trasladar hacia el 
Uruguay u otro país del MERCOSUR y le sucede algún inconveniente, como puede ser un robo a mano 
armada, ese litigio se dirimirá en función de la posibilidad que tienen las empresas aseguradoras -que son las 
que inician los juicios por recupero a los transportistas- para elegir el tribunal que más les convenga. 


SEÑOR TOLEDO.- Nosotros vemos esto como altamente perjudicial para los transportistas. Creo que 
el problema está planteado directamente por las empresas aseguradoras; inclusive, la aprobación de 
los Ministerios de Justicia llevó consigo una iniciativa de las compañías aseguradoras que, de alguna 
manera, representan el interés de estas empresas. Pero para los transportistas es perjudicial porque, en 


un caso como el que recién se mencionó, la aseguradora tendría derecho a obligar a una empresa 
uruguaya radicada en Montevideo a comparecer en un Juzgado del sur argentino. 


Hasta el momento, las partes pueden ponerse de acuerdo o el transportista tiene derecho a reclamar que el 
asunto se dirima dentro de su ámbito. 


SEÑOR SERRENTINO.- En la actualidad, el domicilio que figura en el contrato de transporte es el 
que pertenece a la empresa que realiza el trabajo. Normalmente, si las empresas son uruguayas, el 
domicilio se constituye en la oficina principal. 


La preocupación adicional que genera este hecho es que, casualmente o no, este convenio se aprobó sin la 
opinión del sector privado ni la del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Nosotros no nos oponemos a 
que en el marco de los avances que tenga el proceso de integración se aprueben temas de jurisdicción con el 
mayor nivel de consenso posible. Pero en este caso, puntualmente, da la casualidad de que hay un aspecto 
fundamental del convenio que perjudica notoriamente a los transportistas y que se aprueba sin que hayan sido 
consultadas las autoridades del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Eso llama la atención. 


Por lo tanto, solicitamos que una vez que el Poder Legislativo tome conocimiento de este convenio -si es que 
el Poder Ejecutivo lo remite para su aprobación-, las partes tengan posibilidad de hacer oír sus 
preocupaciones. 


SEÑOR AMARO CEDRÉS.- ¿Las intergremiales del resto de los países opinan igual que ustedes? 


SEÑOR SERRENTINO.- Exactamente, señor Diputado. 


Podemos hacerles llegar la opinión de la Asociación Brasileña de Transportistas Internacionales y la de la 
Asociación de Transportistas Chilenos que, aunque no forman parte del MERCOSUR, tienen voz pero no 
voto en las reuniones del Subgrupo N* 5; además, tanto Chile como Bolivia integran el Consejo de Empresas 
de Transporte del MERCOSUR, que es un ámbito de trabajo donde se reúnen todos los transportistas de 
carga internacional. A su vez, hay un pronunciamiento expreso del CONDESUR y de las gremiales -antes de 
que se expidiera el plenario del CONDESUR- oponiéndose a este proyecto. 


SEÑOR TOLEDO.- Quiero aclarar que en la última reunión del Subgrupo N* 5 del MERCOSUR, 
celebrado en la ciudad de Foz de Iguazú, el grupo oficial apoyó la resolución privada de rechazar este 
acuerdo. Quiere decir que los países miembros en el ámbito del transporte rechazan este acuerdo que 
firmaron los Ministerios de Justicia y, en el caso de Uruguay, el Ministerio de Relaciones Exteriores. 


Nos llamó poderosamente la atención que el señor Ministro de Relaciones Exteriores, estando en 
conocimiento del desacuerdo manifiesto de los sectores privados en ese momento -inclusive, se había 
enviado al señor Presidente de la República un documento aclaratorio-, a pesar de ello firmara el convenio. 
Reitero: nos llamó poderosamente la atención que se haya firmado esto sin previa consulta. Además, no solo 
existe desacuerdo en el CONDESUR -que nuclea a todos los transportistas del MERCOSUR- sino en todos 
los ámbitos oficiales en materia de transporte. 


SEÑOR AZURICA.- El tema se inició en la reunión del MERCOSUR, anterior a la de Foz de Iguazú, 
en Buenos Aires. 


Con sorpresa nos enteramos, igual que todas las delegaciones, que se estaba manejando este tema a nivel de 
Ministros de Justicia. El sector privado condenó la situación y se lo hizo saber al sector público, quien no 
salía del asombro al ver que el tema del transporte lo estaba legislando gente que no tenía nada que ver con 
él. Nos enteramos que se iban a reunir para firmar ese acuerdo. Previamente a que se confirmara dicho 
encuentro, al cual concurriría nuestro Ministro de Relaciones Exteriores en representación de lo que sería el 
Ministerio de Justicia, presentamos nuestra preocupación y lo denunciamos al Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, el cual compartió totalmente nuestro punto de vista ya que, repito, estaban legislando sobre 
temas que incumben a dicha Cartera. Enviamos nota, inclusive, al Presidente de la República. Todos los 
miembros del MERCOSUR pidieron que esta situación no fuera así, pero fue. Se vuelve a plantear el tema en 


la reunión de Foz de Iguazú; el sector privado vuelve a tratar la situación con el Subgrupo N* 5, que 
oficialmente -consta en las actas- hace un reclamo respecto a este tema. 


Se puede dar, por ejemplo, la siguiente situación, que es tremendamente grave para nosotros. Nos roban un 
camión en Mato Grosso y allá hay un Juzgado que falla favorablemente por las aseguradoras; entonces, 
tendríamos que ir a defendernos no sé cómo. Pedimos que la situación sea analizada debidamente y sobre 
todo no sólo con la parte privada sino también con el sector público que corresponde al tema. 


El otro asunto importante es la aprobación de las cláusulas CRT. En la última reunión, en Buenos Aires, se 
pidió a los países que todavía no lo habían legalizado -estamos hablando de 1994 o 1995- que lo hicieran, 
porque se encontraban en falta; se pidió que cada país legislara sobre el tema. En la siguiente reunión, en Foz 
de Iguazú, como el llamado no hizo efecto, nombran a Uruguay pidiéndole que por favor legisle sobre el 
tema ya que es urgente. Todos los países lo han hecho y nosotros estamos en fojas cero 


En alguna oportunidad, se envió un proyecto al Senado, el cual murió no sé en qué cajón. Por lo tanto, 
queremos retomarlo para en forma urgente ponernos al día en relación al tema ya que estamos con los 
deberes incumplidos. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍGUEZ.- Quisiera realizar algunas consideraciones. 


Escuchar a los amigos de la Intergremial siempre nos enriquece y aprendemos; siempre se ha hablado con 
franqueza, diciendo cada uno lo que piensa. El señor Toledo dejó claramente expresado que aquí no queda 
nadie fuera de competencia; se refería concretamente a la comparecencia en la Comisión de los llamados 
transportistas pequeños o medianos del interior. La situación económica que estamos viviendo y que nadie 
desconoce, hace que en este país la informalidad, no sólo en el transporte sino en las distintas y variadas 
gamas de la vida, sea moneda corriente. Con esto no le estoy atribuyendo intenciones a ningún uruguayo en 
el sentido de que, a veces, transgrede las normas, la ley o los acuerdos. 


El señor Toledo hacía referencia a los aspirantes a transportistas profesionales de carga, de lo que nos 
enteramos ahora, quizás porque hemos estado muy ensimismados en el trabajo parlamentario y no hemos 
tenido tiempo de detenernos específicamente en este tema. 


Vemos como positivo ese proyecto de ley al cual hacen referencia, donde se incluye con inteligencia al sector 
agropecuario, que es fundamental para ustedes porque a partir de él, sin duda, sale el trabajo del transporte. 
Creo que como muy bien sugería la señora Diputada Montaner, sería necesario que no sólo nosotros 
apresuráramos el tiempo de tratamiento de este proyecto sino que también ustedes coordinen con los 
representantes de cada fuerza, porque hay muchos temas pendientes y el 15 de diciembre entramos en receso, 
aunque eso no significa que no sigamos ocupándonos de temas tan importantes como el que está a 
consideración. 


También se hizo referencia a que lo que se votó en la ley de reactivación no ha tenido el interés o el éxito que 
se pensaba. Creo que esto también está atado a la situación de recesión económica que se vive. Puede existir 
buena voluntad, pero si no hay dinero para llevar a cabo un convenio y empezar a ponerse al día con los 
organismos que recaudan, no se puede cumplir con lo que la ley determina. 


Lo que nos parece poco serio es la firma del acuerdo por parte de los Ministerios de Justicia del 
MERCOSUR. Nosotros no lo tenemos. Compartimos la opinión de los principales involucrados, en este caso, 
del transporte; pero creemos que sería bueno dar cuenta al Poder Legislativo, que es el que tiene sobre sus 
espaldas la responsabilidad de avalar o no algún tipo de determinaciones que, en definitiva, son perjudiciales 
y no benefician en nada tanto al transportista uruguayo como al del MERCOSUR, incluyendo Chile. Si bien 
este país, de hecho o de derecho, no está integrando el MERCOSUR, es un observador permanente y tiene 
algunos vínculos desde el punto de vista legal en algunos aspectos, como puede ser este del transporte. 


Trataremos de conseguir el texto que se firmara en su oportunidad -no sé sí ustedes tienen la fecha en que fue 
firmado por los Ministros de Justicia de los países del MERCOSUR y el Ministro de Relaciones Exteriores 
de nuestro país- a efectos de hacer las aclaraciones necesarias y pedir información para tener una 
composición de lugar y, eventualmente, tratarlo en Comisión. 


Por último, se planteó la contradicción que se da -si no entendí mal- en este proyecto de ley que les brinda 
ciertas exenciones tributarias y facilidades en lo que refiere a peajes y combustibles, frente al hecho de que la 
Corporación Nacional para el Desarrollo a través de la Corporación Vial va a empezar a funcionar 
rápidamente. Y es evidente que a ustedes eso les acarrearía muchos perjuicios si el proyecto no cuenta con un 
tratamiento parlamentario rápido. 


SEÑOR SERRENTINO.- Con relación a los aspectos formales de la aprobación del acuerdo sobre 
jurisdicción, nuestro país participó. No tiene Ministro de Justicia, pero el Ministerio de Educación y 
Cultura es el encargado de los temas de la administración de justicia y en el grupo técnico de trabajo 
creado por los Ministros de Justicia del MERCOSUR participó un delegado de dicha Cartera. Allí se 
redactó el acuerdo, que fue aprobado por el Consejo del Mercado Común, integrado por los Ministros 
de Relaciones Exteriores de los cuatro países. 


En lo que refiere al acuerdo sobre contrato de transporte y responsabilidad civil del porteador en el transporte 
internacional de mercancía por carretera, es un convenio aprobado en el ámbito de ALADI que ingresó en el 
Parlamento hace muchos años y no sabemos por qué finalmente no se terminó aprobando. En el año 2000 
ingresó otro proyecto de CRT impulsado por la Conferencia de Derecho Internacional Privado, que es un 
Órgano que funciona en el ámbito de la OEA. En ese nuevo proyecto de CRT se introducían algunos cambios 
al proyecto original aprobado entre los países del MERCOSUR. Sabemos que nuestras autoridades del 
transporte comparecieron en la Comisión de Asuntos Internacionales de las dos Cámaras, hicieron las 
precisiones correspondientes al segundo proyecto de CRT ingresado al Parlamento. Hasta donde sabemos, 
ambos textos se han compatibilizado. Desearíamos que, finalmente, el proyecto de CRT originalmente 
ingresado sea aprobado por el Poder Legislativo. 


También está el proyecto de transporte multimodal que todavía no fue remitido al Parlamento por el Poder 
Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No sé si los invitados quisieran hacer alguna puntualización sobre la 
situación en que se encuentran algunos sectores, por lo menos de la actividad que a ustedes atañe. 


Creo que estos problemas tienen que ver con una situación de reformulación, de relanzamiento del acuerdo 
de libre comercio de los tratados del MERCOSUR. Aparentemente hay una buena disposición por parte de 
las nuevas autoridades que están asumiendo en Brasil. Seguramente esto debe pasar por una vigencia mayor 
de lo que son los órganos deliberativos y legislativos del Tratado. En su momento, en una primera etapa se 
entendió que el Tratado debería ser mucho más ejecutivo, dada la perentoriedad de su puesta en 
funcionamiento. Pero en esta etapa empezamos a encontrar este tipo de dificultades que son el traslado de los 
acuerdos a la legislación de los distintos países y, eventualmente, a su aplicación directamente sobre los 
actores. Allí comenzamos a encontrar fallas importantes porque la Comisión Parlamentaria Conjunta que, 
evidentemente, es un órgano legislativo, no tiene una acción hacia adentro del Tratado sino a partir del 
Tratado hacia las legislaciones nacionales. Precisamente, la función de la Comisión Parlamentaria Conjunta, 
que es uno de los tres órganos que constituye el Tratado, debería ser la de trasladar la legislación que se 
genera a lo nacional, pero no ha funcionado en nuestro país, siendo un órgano que legalmente está 
constituido. 


Desde el momento en que el Tratado es ley, la Comisión Parlamentaria Conjunta, aun en su composición 
bicameral, debería tener la misión específica de tratar este tipo de temas: todo lo que tenga que ver con la 
legislación del MERCOSUR. Si bien es un tema de entre casa, es bueno que la gente también lo asuma. 


En ese sentido, vamos a trasladar esta inquietud a la Comisión Parlamentaria y a tener algún contacto con la 
Comisión de Asuntos Internacionales para tratar de analizar esos dos temas. 


Si fuera posible, quisiéramos contar con alguna información sobre esos otros temas que hoy forman parte de 
la actualidad nacional. 


SEÑOR TOLEDO.- En particular, como es de público conocimiento, los transportistas de hacienda 
están atravesando por una situación conflictiva. La Asociación de Transportistas de Hacienda, que 
integra la Intergremial de Transportes de Carga, desde hace bastante tiempo ha venido conversando 


con la industria frigorífica en particular sobre la recuperación de las tarifas que manejan los fletes de 
hacienda. Si bien durante todo un período -básicamente por las grandes dificultades que atravesaba la 
economía del país en su conjunto- todos los sectores tuvimos que pasar por el duro apriete de cinturón, 
hoy, a raíz de todo lo que estamos haciendo a nivel de la profesionalización del sector, una de las cosas 
que debemos tratar de recuperar en la medida de lo posible y en la medida en que la economía lo 
permita, es el precio en general de los fletes. En el caso de la hacienda, es un transporte que ha estado 
sumamente deprimido en el precio. Por ejemplo, hace pocos días tuvimos una reunión con el conjunto 
de los transportistas de Tacuarembó -aprovecho a decir esto ya que está presente la señora Diputada de 
ese departamento-, de la que también participaron algunos productores. Allí se hacía una referencia 
muy clara a que históricamente un viaje de novillos de Tacuarembó a los frigoríficos del sur valía dos 
novillos y medio. Es decir que dentro de sus costos, el productor tenía asumido que enviar treinta o 
treinta y cinco novillos en un camión le salía de costo de flete dos novillos y medio; hoy en día ese viaje 
vale menos de un novillo. De alguna manera esto representa la situación que atraviesa el sector de la 
hacienda. 


La industria frigorífica -producto de la devaluación de nuestra moneda- ha sido una de las pocas que ha 
tenido una recuperación pragmática en sus utilidades porque comercializa todo su producido en la moneda 
estadounidense. Por lo tanto, como lo reclamaba previamente al atraso cambiario, después de la devaluación 
tuvo la recuperación que esperaba. Lamentablemente, hasta el día de hoy la industria frigorífica no ha 
aceptado que parte de esa recuperación que ha tenido, producto de la devaluación de nuestro peso, se 
transfiera -por lo menos en parte- a la cadena de costos que tiene. 


El conflicto está planteado en ese sentido y el reclamo de los transportistas de hacienda está basado en 
recuperar ese precio. Se plantea el aumento de un 50% de la tarifa en pesos. Inclusive, lográndose ese 
aumento todavía estaría un 35% por debajo de la tarifa de referencia que emite el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas. Es decir que podemos asegurar que el precio que hoy reclaman los transportistas de hacienda 
simplemente va a cubrir su costo de producción; no está contemplada la utilidad del negocio, sino los costos 
de producción, basados en que la nueva reglamentación del transporte prevé un control más estricto sobre la 
actividad. 


Lamentablemente, los transportistas de este país hemos tenido que asumir la incorporación en nuestros costos 
de cosas que no son utilidad, como puede ser la parte que teníamos que aportar al Estado y no se lo 
aportábamos. Como no se ha asumido que tenemos que aportar al Estado lo que corresponde, es decir, a la 
seguridad social y a la DGI, obligatoriamente las tarifas tendrán que modificarse porque de lo contrario nadie 
va a poder pagar lo que tiene que pagar. 


A nivel de la Intergremial hemos tratado de comunicarnos con la industria frigorífica para colaborar en este 
tema, pero no hemos tenido demasiado eco. 


Dentro de unas horas, en la ciudad de Durazno se va a desarrollar una asamblea de transportistas en la que se 
evaluará una propuesta que, en principio, no alcanza con las aspiraciones que tienen los transportistas en 
torno a una solución para este tema. Por nuestra parte -ayer también se lo decíamos al señor Ministro y al 
señor Subsecretario de Transporte y Obras Públicas-, como siempre, estamos dispuestos a buscar las 
soluciones por la vía de la negociación y a que no sea el conflicto y la situación de enfrentamiento lo que nos 
permita encontrar las soluciones sino que sea a través del diálogo. En ese sentido, hemos hecho y seguiremos 
haciendo todos los esfuerzos que estén a nuestro alcance para colaborar con la solución de esta situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Hay en este momento una situación de conflicto? 


SEÑOR TOLEDO.- A partir del viernes 1? de noviembre existe una paralización en el transporte de 
hacienda a nivel general. La única hacienda que se ha movido es por parte de los camiones que son 
propios de la industria y sobre la base de un acuerdo con la Asociación de Consignatarios y 
Rematadores de Ganado que sí aceptó que el flete debía tener un ajuste, según lo planteaba la 
Asociación de Transportistas de Hacienda. En principio, podríamos decir que la Asociación de 
Consignatarios, los Escritorios Rurales y los Rematadores Rurales están de acuerdo con el planteo que 
hacen los transportistas de hacienda en cuanto a la recuperación del flete. La que hasta hoy sigue en 
contra de todo esto es la industria frigorífica, que no ha aceptado las condiciones planteadas por los 
transportistas. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍGUEZ.- He seguido con mucha atención lo que explicaba el señor 
Toledo y es algo que nos enriquece. 


En su exposición decía que hace un tiempo atrás el acarreo de treinta o treinta y cinco novillos significaba en 
el costo del flete, dos novillos y medio. Si no entendí mal, hoy ese costo no alcanza a un novillo. 


También se habló de la tarifa de referencia del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Lo que quiero 
saber es si esa tarifa de referencia es, precisamente, un referente o hay alguna cláusula o algo que obligue a 
que se tome en cuenta por lo menos ese mínimo de referencia para, a partir de allí, adecuarlo a lo que son los 
costos y movimientos de la unidad que acarrea, en este caso, ganado. 


SEÑOR PERRONE.- La tarifa de referencia que emite el Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
no es obligatoria porque los transportes de carga no están regulados en el Uruguay. Sin embargo, es 
una tarifa que se elabora en base a costos reales de producción y refleja exactamente lo que se debe 
gastar para hacer determinado viaje. Si no se cobra ese precio de referencia -en realidad, no es una 
tarifa, sino un precio de referencia; si fuera tarifa sería obligatoria- el transportista no puede hacerse 
cargo de lo que debe pagar para hacer ese viaje, tanto en lo que refiere a insumos, como a leyes sociales 
o aportes a la DGI. En el caso particular de la industria frigorífica, hace quince o veinte días se emitió 
una tarifa por parte del Ministerio de Transporte y Obras Públicas -fue publicada en los diarios- y 
sobre esa base los transportistas han aceptado negociar inclusive por debajo de esa tarifa en 
determinado porcentaje, para evitar un "shock" importante en los precios que pudiera llevar a una 
distorsión del mercado. Lo que plantean los transportistas de hacienda es que deberían incrementarse 
los fletes trasladando ese incremento de las utilidades adicionales que la industria frigorífica está 
teniendo, sin necesidad de aumentar, por ejemplo, el precio de la carne al público. 


SEÑOR TOLEDO.- Como decía el señor Perrone, en el último acuerdo con el Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas, como forma de dar mayores elementos a los transportistas para defender ese precio 
de referencia establecido, el mencionado Ministerio está a punto de emitir un decreto en el cual se 
prevé la presunción de informalidad para aquellos contratantes de fletes o transportistas que cobran 
un 30% menos del precio de referencia que fija el Ministerio. 


Esto, para nosotros, va a ser un elemento importante en la tarea gremial de concientizar a los transportistas 
acerca de cuál es el real costo que tienen para movilizar sus vehículos y cuánto se debe cobrar. Por otro lado, 
comprometer a los cargadores -y, en este caso, a algunos grandes grupos que movilizan grandes cargas- en 
que muchas veces siendo conscientes de que el precio no da para cubrir los costos, son los que empujan a que 
los precios bajen, transformándose en co-responsables de que el transportista que va a trabajar por debajo de 
ese costo tenga que dejar de cumplir con sus obligaciones para hacerlo. En este caso, hasta ahora el 
contratante del flete no tiene ninguna responsabilidad porque recibiendo una factura en la que se diga que 
está al día con la DGI el contratante del flete se salva de la responsabilidad de que el transportista pague la 
DGI o no, y la responsabilidad pasa a ser exclusivamente del transportista. Creemos que hay una 
responsabilidad oculta de los contratantes de los fletes en llevar a la baja a los precios, conscientes de que 
quien va a trabajar por ese precio debe dejar de pagar sus obligaciones para poder hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece mucho la presencia de esta delegación, y siempre está 
abierta para escuchar los planteamientos que se desee plantear 


Seguiremos en contacto con ustedes por toda esta temática, que es importante para ustedes como sector 
integrante de la vida nacional y, por lo tanto, también lo es para nosotros. 


Se levanta la reunión. 


T ínaa dal nia da namrma 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


